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RECONOCIMIENTO PENSIÓN DE INVALIDEZ / CARÁCTER RESIDUAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA / IMPROCEDENCIA. “En el caso sub examine, agotada la vía ordinaria laboral por parte del  señor José Delimiro Jaramillo Vélez, acude ahora al juez constitucional con el fin de que le sean amparados sus derechos fundamentales a la seguridad social integral, mínimo vital, la vida digna, integridad física y dignidad humana,  en el sentido de ordenar a COLPENSIONES que le reconozca su pensión de invalidez conforme al nuevo precedente jurisprudencial de la Corte Constitucional, el cual quedó unificado en la Sentencia SU-442 del 18 de agosto de 2016 con respecto al principio de la condición más beneficiosa y que no fue tenido en cuenta en el acto administrativo GNR 346518 del 21 de noviembre de 2016. Sin embargo, para esta Sala no son de recibo los argumentos de la apoderada del accionante, toda vez que estando en firme la decisión judicial en la vía laboral, ya que no se encuentra acreditado que el actor o su abogada hubieran interpuesto el recurso de casación, la misma hace tránsito a cosa juzgada y en tal sentido, la acción de tutela es improcedente para revivir un debate que ya fue resuelto (…) Por lo tanto, el principio de autonomía de la función jurisdiccional imposibilita revisar lo decidido por la simple circunstancia de no ser compartido por quien ahora formula el reproche, ya que en sede de la acción de tutela no es posible efectuar una nueva valoración sobre un asunto que ya fue resuelto por la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira conforme a lo explicado. En tal virtud, se confirmará la sentencia impugnada.”.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA No.3 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES
M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, veintisiete (27) de marzo de dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No.158
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la parte actora, la abogada Lida Salazar Rivera, apoderada judicial del señor José Delimiro Jaramillo Vélez, en contra del fallo emitido el 16 de febrero de 2017 por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Adolescentes con funciones de Conocimiento de Pereira, Risaralda, dentro de la acción de tutela donde aparece como accionada COLPENSIONES.

2. RESUMEN DE LOS HECHOS 
2.1. Señaló la abogada del señor José Delimiro Jaramillo Vélez,  que este cuenta con 78 años de edad y que padece severos problemas de salud como “hipertensión esencial primaria, diabetes mellitus, disminución de la agudeza visual y enfermedad cardíaca”, entre otras, las que han evolucionado negativamente perjudicando su capacidad física y desempeño laboral, por lo que en el año 2012 el actor solicitó valoración para pérdida de capacidad laboral ante la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, la cual determinó una PCL del 57.05%, de origen común y con fecha de estructuración del 27 de Julio de 2010. 
Consecuente con lo anterior y por estar afiliado como trabajador del sector privado desde 1967 en el ISS, hoy Administradora Colombiana de Pensiones- COLPENSIONES, el señor Jaramillo Vélez elevó ante esa entidad la solicitud de reconocimiento de la pensión de invalidez, la cual fue negada mediante la Resolución GNR 056907 del 9 de abril  de 2013 con fundamento en no haber acreditado 50 semanas cotizadas en el período comprendido entre el 27 de julio de 2007 y el 27 de julio de 2010.  Por lo tanto, el accionante acudió a la jurisdicción ordinaria laboral para que con base en el principio de la condición más beneficiosa avalada por los precedentes jurisprudenciales constitucionales, le fuera reconociera la prestación aludida conforme a lo dispuesto en el  Acuerdo 049 de 1990, aprobado por el Decreto 758 del mismo año, es decir tener 300 semanas aportadas antes de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, ya que él tiene un total de 327 semanas cotizadas con anterioridad al 1º de abril de 1994.
Indicó que el Juzgado 1º Laboral del Circuito de Pereira mediante sentencia del 17 de febrero de 2015 le otorgó la pensión de invalidez a su representado en atención a la condición más beneficiosa, decisión que fue apelada por COLPENSIONES y revocada el 27 de mayo de 2016 por la Sala Laboral del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, al considerar que no era posible aplicar el principio antes aludido por haberse estructurado la invalidez con fecha posterior a sus 60 años de edad.

Señaló que su representado radicó ante la entidad accionada el 17 de noviembre de 2016 una solicitud de nuevo estudio de pensión de invalidez, bajo los presupuestos de la Sentencia de la Corte Constitucional SU-442 de 2016, en la que ese Tribunal decidió reconocer la pensión de invalidez en un caso similar al del señor Jaramillo Vélez; sin embargo, COLPENSIONES mediante resolución GNR 346518 del 21 de noviembre de 2016 no accedió a lo pedido.

Aseguró que el señor José  Delimiro Jaramillo Vélez, se encuentra desprovisto económicamente para sufragar sus gastos básicos por no contar con la mencionada pensión y su imposibilidad para laborar, razón por la cual ha tenido que acudir a la ayuda de terceros.  

En el acápite de pretensiones, relacionó las siguientes: i) tutelar los derechos fundamentales a la seguridad social, al mínimo vital, la vida digna, integridad física y dignidad humana al señor José  Delimiro Jaramillo Vélez; ii) ordenar a COLPENSIONES dar aplicación al principio de la condición más beneficiosa para reconocer la pensión de invalidez al señor Jaramillo Vélez,  a partir de su fecha de estructuración, al haber acreditado más de 300 semanas de cotización antes de 1º  de abril de 1994 – fecha de entrada en vigencia de la ley 100 de 1993- y iii) ordenar a COLPENSIONES cumplir con el fallo de tutela en los términos del articulo 27 del decreto 2591 de 1991, ordenándole la inclusión en nómina de su representado y el pago de pensión de invalidez desde la misma fecha de estructuración. 
2.2. Se tuvieron como pruebas las allegadas visibles a folios 32 al 56.
2.3. Mediante auto del 3 de febrero de 2017 el juzgado de primer grado avocó el conocimiento de la presente acción de tutela y ordenó dar traslado de la misma a la Vicepresidencia Beneficios y Prestaciones de COLPENSIONES (Fl. 57).

3. SÍNTESIS DE LA RESPUESTA A LA DEMANDA

3.1. COLPENSIONES consideró que el actor desconoció el carácter subsidiario de la acción de tutela, toda vez que las solicitudes presentadas por el señor José Delimiro Jaramillo Vélez han sido respondidas entre otras,  mediante las resoluciones GNR 277247 del 5 de agosto de 2014 y GNR 346518 del 21 de mayo de 2016.  Así las cosas, solicitó que se declare la improcedencia de la acción de tutela, máxime cuando existe un fallo dictado por la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira, el cual hizo tránsito a cosa juzgada. (Fls. 63-66).

4. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 16 de febrero de 2017 el Juzgado 2º Penal del Circuito de Adolescentes con funciones de conocimiento de Pereira, resolvió negar el amparo invocado por el señor José Delimiro Jaramillo Vélez por considerar que el actor cuenta con indemnización sustitutiva de la pensión de vejez que le fue otorgada cuando tenía 61 años de edad, mediante resolución GNR 056907, lo que hace que su caso se diferencie del estudiado por la Corte Constitucional en Sentencia SU-442 de 2016, jurisprudencia que solicitó la abogada del accionante que se aplicara en su caso, conforme al principio de condición más beneficiosa para la obtención de una pensión de invalidez. (Fls. 75-78 frente y vuelto)
La apoderada del señor José Delimiro Jaramillo Vélez fue notificada del fallo de tutela a través del oficio No.00410 del 16/02/2017, el cual fue enviado por correo electrónico el 17 de febrero de 2017 (folio 79, frente y vuelto).
5. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, el 20 de febrero de 2017, la abogada Lida Salazar Rivera en representación del señor José  Delimiro Jaramillo Vélez radicó un escrito mediante el cual  indicó que contrario a lo considerado por el A quo, el caso de su representado no difiere del analizado en sentencia SU-442 de 2016 por la Corte Constitucional pues ambos son adultos mayores, con grado de pérdida laboral superior al 50% y no cumplen con el requisito de semanas cotizadas del artículo 1º de la Ley 860 de 2003, pero sí acreditan lo señalado por el Acuerdo 049 de 1990, es decir 300 semanas cotizadas en cualquier época.

Indicó que el hecho de que el señor Jaramillo Vélez hubiera recibido la indemnización sustitutiva de vejez no es argumento suficiente para considerarlo un caso completamente diferente al estudiado en la sentencia de unificación, pues no fue este hecho lo que originó que se le negara la prestación pensional, si se tiene en cuenta que Sala Laboral de este Tribunal revocó la decisión de primera instancia con base en que a su representado se le estructuró la PCL en una fecha posterior a los 60 años de edad.  Además, la Sala Laboral de la C.S.J. en la sentencia del 22 de mayo de 2013, bajo el radicado 46315 señaló que recibir una indemnización sustitutiva de pensión de vejez no significa que se haya renunciado a los derechos derivados de invalidez o muerte. 
En ese sentido, solicitó que se revocara el fallo de tutela y se ordenara a la entidad accionada reconociera la pensión de invalidez al accionante. (Fls. 84-88).
6. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

6.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión de primera instancia se adoptó observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocar el numeral la providencia, tal como lo solicitó la abogada del accionante. 

6.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
6.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

6.5.  La seguridad social como derecho constitucional fundamental y su protección por medio de la acción de tutela (SU-060 de 2010):
 “4.- La seguridad social se erige en nuestro ordenamiento jurídico como un derecho constitucional a cuyo cumplimiento se compromete el Estado, según se sigue de la lectura del artículo 48 superior, el cual prescribe lo siguiente: “Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la seguridad social”[2]. 

 La protección que le otorga el ordenamiento constitucional al derecho a la seguridad social se complementa y fortalece por lo dispuesto en el ámbito internacional pues son varios los instrumentos internacionales que reconocen el derecho de las personas a la seguridad social[3]. El artículo 16 de la Declaración Americana de los Derechos de la Persona afirma que:  “Artículo XVI. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que le proteja contra las consecuencias de la desocupación, de la vejez y de la incapacidad que, proveniente de cualquier otra causa ajena a su voluntad, la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios de subsistencia”. 
De manera similar, el artículo 9 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales prescribe:   “Artículo 9. Derecho a la Seguridad Social. 1. Toda persona tiene derecho a la seguridad social que la proteja contra las consecuencias de la vejez y de la incapacidad que la imposibilite física o mentalmente para obtener los medios para llevar una vida digna y decorosa. En caso de muerte del beneficiario, las prestaciones de seguridad social serán aplicadas a sus dependientes. (…)”

6.6.  SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
6.6.1. De conformidad con las pruebas que obran en la foliatura, esta Colegiatura advierte que la Junta Nacional de Calificación de Invalidez le otorgó al señor José Delimiro Jaramillo Vélez un porcentaje de pérdida de capacidad laboral del 57.05%  con fecha de estructuración el 27/07/2010 (Fl. 33, vuelto); al solicitar el accionante el reconocimiento de la pensión de invalidez, COLPENSIONES negó dicha prestación mediante la Resolución GNR 056907 del 9 de abril de 2013 por no acreditar el requisito de las 50 semanas cotizadas dentro de los tres (3) años anteriores a la fecha de estructuración de la invalidez y por cuanto al mismo ya se la había reconocido la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez, mediante la Resolución No. 1285 de 1999 (Fls. 35 y 36).  Por lo tanto, el señor Jaramillo Vélez presentó demanda ordinaria laboral para que le fuera otorgada la pensión de invalidez, la que quedó bajo el radicado No.66001-31-05-001-2014-00091-00 en el Juzgado 1º Laboral del Circuito de Pereira, el cual mediante sentencia de primera instancia del 17 de febrero de 2015 resolvió condenar a COLPENSIONES a que reconociera y cancelara a favor del señor Jaramillo Vélez la pensión de invalidez bajo la aplicación del Decreto 759 de 1990, en forma vitalicia y con los reajustes legales correspondientes (Fls. 70-72). Sin embargo, dicha decisión fue revocada el  27 de  mayo de 2016 por la Sala Laboral del Tribunal Superior de este Distrito (Fl.73, frente y vuelto) y del audio de dicha audiencia se advierte  que la Magistrada Ponente, doctora Ana Lucía Caicedo Calderón sustentó su providencia con fundamento en que esa Colegiatura mediante sentencia  del  10 de diciembre de 2015 con ponencia del Magistrado Francisco Javier Tamayo Tabares sentó su posición frente al tema en concreto, asegurando que “no era posible reconocer la pensión de invalidez cuando la fecha de estructuración de la pérdida de la capacidad laboral se fije con posterioridad a la edad en que empieza la cobertura por vejez, en razón a que esa calificación que es superior al 50%, obedece a contingencias propias de la edad y no a una patología específica sin consideración a esa avanzada edad, tal y como se concluye del dictamen, puesto que para el cubrimiento de las contingencias derivadas por el deterioro natural del ser humano existe la pensión de vejez y no la de invalidez, tal como lo señala el parágrafo del artículo 4º del Decreto 917 de 1999.” Asimismo, concluyó que no era posible reconocer la pensión de invalidez solicitada que pretende el accionante  ya que “para la fecha que fue estructurada su pérdida de la capacidad laboral, aquel contaba 71 años 11 meses y 21 días, por lo que se encontraba por fuera del alcance de la cobertura del riesgo de invalidez.”
 
6.6.2. En el caso sub examine, agotada la vía ordinaria laboral por parte del  señor José Delimiro Jaramillo Vélez, acude ahora al juez constitucional con el fin de que le sean amparados sus derechos fundamentales a la seguridad social integral, mínimo vital, la vida digna, integridad física y dignidad humana,  en el sentido de ordenar a COLPENSIONES que le reconozca su pensión de invalidez conforme al nuevo precedente jurisprudencial de la Corte Constitucional, el cual quedó unificado en la Sentencia SU-442 del 18 de agosto de 2016 con respecto al principio de la condición más beneficiosa y que no fue tenido en cuenta en el acto administrativo GNR 346518 del 21 de noviembre de 2016. 

6.6.3. Sin embargo, para esta Sala no son de recibo los argumentos de la apoderada del accionante, toda vez que estando en firme la decisión judicial en la vía laboral, ya que no se encuentra acreditado que el actor o su abogada hubieran interpuesto el recurso de casación, la misma hace tránsito a cosa juzgada y en tal sentido, la acción de tutela es improcedente para revivir un debate que ya fue resuelto previamente a lo dispuesto en la Sentencia SU-442 de 2016 y que tiene que ver con la unificación de la jurisprudencia para la concesión de la pensión de invalidez con base en el principio de la condición más beneficiosa, en la que el máximo Tribunal Constitucional le dio un alcance al mismo cuando señalo que “no se restringe exclusivamente a admitir u ordenar la aplicación de la norma inmediatamente anterior a la vigente, sino que se extiende a todo esquema normativo anterior bajo cuyo amparo el afiliado o beneficiario haya contraído una expectativa legítima” y en ese asunto en particular, la Corte Constitucional consideró que COLPENSIONES había vulnerado al  señor José Ancízar Ciro Toro, de 72 años de edad, sus derechos fundamentales  al negarle la pensión de invalidez estructurada en vigencia de la Ley 860 de 2003, a pesar de haber cumplido oportunamente la condición más beneficiosa prevista para el efecto en el Decreto 758 de 1990 y por lo tanto, ordenó que se le reconociera la dicha pensión al actor. No obstante, en el caso que ahora se estudia, el señor Jaramillo Vélez recibió la indemnización sustitutiva de la pensión de vejez y agotó la vía ordinaria laboral, circunstancias que difieren a lo analizado en la sentencia SU-442/16. 
6.6.4. Así las cosas, la Sala infiere que lo que se busca con la presente acción de tutela es cuestionar lo decidido en la justicia laboral con fundamento en los los cambios posteriores realizados por el órgano de cierre constitucional, lo que hace improcedente el amparo invocado, tal como lo indicó la Corte Constitucional que en la sentencia T-819 de 2009 cuando señaló:
 “19.- Finalmente, el demandante arguye una violación al derecho a la igualdad
 porque después de que su caso fue fallado en el 2001 la misma Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia cambió expresamente en el 2007 la fórmula para indexar la primera mesada pensional, acogiendo la que usa esta Corte desde la sentencia T-098 de 2005 que es la que desea que se aplique en su caso particular
. 
En relación con lo anterior, es preciso que esta Sala reitere lo dicho en la sentenciaT-855 de 2008, en la que indicó que: 

“(…) no son de recibo las consideraciones del apoderado del accionante dirigidas a intentar la aplicación de criterios que han sido trazados actualmente por la jurisprudencia de la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia a partir de las sentencias No. 31222 de 13 de diciembre de 2007 y No. 29171 de 22 de enero de 2008, las cuales fueron proferidas 5 meses después de que se resolviera de manera definitiva su controversia por medio de sentencia de casación, dentro del proceso laboral correspondiente, el cual a juicio de la Sala contó con todas las garantías constitucionales necesarias. Lo anterior, debido a que, a partir de una lectura detenida del expediente se pudo evidenciar, tal como se ha expresado, que la liquidación de la indexación de la primera mesada pensional del accionante fue realizada de acuerdo con los criterios jurisprudenciales que para el momento del fallo eran los acogidos mayoritariamente por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, con lo cual un cambio jurisprudencia posterior no puede influir en un asunto que fue resuelto de manera legal y argumentada con el lleno de las garantías constitucionales por el órgano competente en un momento determinado.  

En tal sentido, recuerda la Sala que la acción de tutela no puede servir de instrumento para revivir controversias que fueron resueltas con anterioridad, cuya decisión ha hecho transito (sic) a cosa juzgada; y mucho menos para controvertir interpretaciones objetivas y razonables de los órganos de cierre sobre esa materia.  En efecto, esta Corporación ha reiterado en varias oportunidades que la preservación de los principios de autonomía e independencia judicial, y de respeto a las jurisdicciones naturales, impone reconocer que, frente a una interpretación razonable de una disposición jurídica, el juez de tutela debe abstenerse de adoptar medidas anulatorias
. De manera concreta la Corte Constitucional en sentencia T-588 de 2005 señaló:

[N]o es posible cuestionar, por vía de tutela, una sentencia, únicamente porque el actor o el juez constitucional consideran que la valoración probatoria o la interpretación de las disposiciones legales por el juez ordinario fueron discutibles. Es necesario que las interpretaciones y valoraciones probatorias del juez ordinario sean equivocadas en forma evidente y burda para que pueda proceder el amparo constitucional. Cualquier tesis distinta implicaría no sólo desconocer la autonomía funcional que tienen los jueces para interpretar el derecho y valorar las pruebas (CP art. 230) sino que además desconocería la separación funcional entre la justicia constitucional y la jurisdicción ordinaria.  

Así, desde el punto de vista interpretativo, es obviamente ‘contrario al principio de autonomía judicial, - uno de los pilares y presupuestos del Estado de Derecho - que el juez de tutela tenga la facultad de dejar sin efecto las decisiones válidamente producidas por otros jueces, con el argumento de una disparidad de criterios en la lectura de una norma’
”. (Subrayas fuera del texto original)
Por lo tanto, el principio de autonomía de la función jurisdiccional imposibilita revisar lo decidido por la simple circunstancia de no ser compartido por quien ahora formula el reproche, ya que en sede de la acción de tutela no es posible efectuar una nueva valoración sobre un asunto que ya fue resuelto por la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira conforme a lo explicado.   En tal virtud, se confirmará la sentencia impugnada.
DECISIÓN

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala No.3 de Asuntos Penales para Adolescentes del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el  16 de febrero de 2017 por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Adolescentes con funciones de Conocimiento de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada por la apoderada judicial del señor José Delimiro Jaramillo Vélez  en contra de Colpensiones.

SEGUNDO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS

Magistrado

(Con ausencia justificada) 

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

Magistrada

JAÍR DE JESÚS HENAO MOLINA

        Secretario  

� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Registro de la audiencia pública proceso ordinario labora- sistema oral


� Folio 4, cuaderno 1. 


� Folio 58-72, cuaderno 2. 


� Ver sentencia T-440 de 2006


� Ver Sentencias T-1009 de 2000, SU-429 de 1998, T-100 de 1998 y T-350 de 1998.
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